INFORME ALTERNATIVO DE LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ AL COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Del reconocimiento normativo a la garantía efectiva de derechos: desafíos para la implementación de la Convención respecto de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en Chile

I. Introducción y marco general
A. Introducción
1. La Defensoría de los Derechos de la Niñez (en adelante, “Defensoría de la Niñez”), en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley N°21.067, presenta su informe alternativo al Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad con ocasión del examen de sus informes periódicos segundo a cuarto combinados del Estado de Chile, en virtud de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD).

2. El informe tiene por objeto aportar antecedentes independientes respecto de la situación de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en Chile, poniendo a disposición del Comité la evidencia producida por la Defensoría de la Niñez en el ejercicio de sus funciones de promoción, protección y monitoreo de derechos humanos. Desde esta perspectiva, el documento complementa la información presentada por el Estado mediante el análisis de brechas de implementación que afectan el ejercicio efectivo de los derechos reconocidos en la CDPD.

3. La Defensoría de la Niñez reconoce los avances registrados durante el período examinado en el fortalecimiento del marco normativo e institucional de protección de los derechos de la niñez, particularmente la entrada en vigencia, en el 2022, de la Ley N°21.430 sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, la implementación progresiva del Sistema de Garantías y Protección Integral, la reforma del sistema de protección especializada, la Ley N°21.805 que reconoce el derecho al cuidado y crea el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, y otras iniciativas orientadas a promover una mayor inclusión de las personas con discapacidad.

4. En este sentido, la Defensoría de la Niñez, valora positivamente la reactivación Comité Interministerial de Desarrollo Social y Familia para materias de Discapacidad, cuyo objetivo es “fortalecer la coordinación entre los distintos organismos del Estado en este ámbito, así como abordar los principales desafíos que marcarán la agenda nacional de inclusión, con énfasis en el desarrollo de políticas públicas orientadas a garantizar el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”. En dicha instancia, se presentaron tres iniciativas estratégicas que guiarán el trabajo intersectorial: el Plan Chile para Todos, la actualización de la Política Nacional para la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad 2026-2036 y el Plan Nacional de Accesibilidad Universal. Se espera que mediante esta iniciativa se pueda avanzar en el abordaje de los desafíos que enfrenta el Estado y en el cumplimiento de los estándares previstos por la CDPD.

5. Pese a los importantes avances que ha mostrado el Estado, la evidencia recopilada por la institución muestra que el principal desafío para la implementación de la CDPD ya no radica exclusivamente en el reconocimiento normativo de derechos, sino que en asegurar que las reformas impulsadas se traduzcan en mejoras verificables en el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Persisten brechas relevantes en el acceso a apoyos, la eliminación de barreras, la coordinación institucional, la disponibilidad de información fragmentada y la implementación efectiva de políticas públicas capaces de garantizar el ejercicio de derechos en condiciones de igualdad.

6. En consecuencia, el presente informe se centra en aquellas materias respecto de las cuales la Defensoría de la Niñez ha identificado desafíos persistentes a partir de la evidencia producida por la institución, con especial atención a la implementación del artículo 7 de la Convención, la situación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad bajo cuidado del Estado, así como en las estrategias de prevención de la violencia y el acceso efectivo a la justicia. Asimismo, incorpora un enfoque transversal de igualdad sustantiva e interseccionalidad, considerando que las barreras que enfrentan niños, niñas y adolescentes con discapacidad suelen intensificarse cuando concurren otras situaciones de vulnerabilidad, como la pobreza, el género, la pertenencia a pueblos indígenas, la residencia en zonas rurales o la permanencia en modalidades de cuidado alternativo.

7. La Defensoría de la Niñez ha elaborado el presente informe priorizando aquellos ámbitos en que la evidencia institucional disponible permite identificar brechas persistentes para el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. En consecuencia, el informe no pretende describir exhaustivamente los avances normativos o programáticos impulsados por el Estado, sino aportar información independiente destinada a contribuir al diálogo constructivo con el Comité desde el mandato constitucional y legal de la Defensoría de la Niñez.

B. Metodología y alcance del informe
8. La evidencia institucional utilizada comprende tanto información cuantitativa como cualitativa obtenida mediante el ejercicio continuo de las funciones legales de monitoreo, observación, protección y promoción desarrolladas por la Defensoría de la Niñez. Para su preparación se revisaron investigaciones, estudios temáticos, monitoreos a establecimientos residenciales y otros dispositivos de cuidado alternativo, actuaciones institucionales, informes de seguimiento, recomendaciones formuladas a órganos del Estado y antecedentes recopilados mediante actividades de observación, promoción y protección de derechos.

9. El análisis se complementa con información proveniente de fuentes oficiales, incluyendo encuestas nacionales y registros administrativos elaborados por organismos públicos, cuando ello permite contextualizar o corroborar las brechas identificadas por la Defensoría de la Niñez. En particular, se consideran antecedentes provenientes de la Encuesta Nacional sobre Discapacidad y Dependencia (ENDIDE), la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN), la Segunda Encuesta Nacional de Polivictimización de Niños, Niñas y Adolescentes y otras fuentes oficiales pertinentes.

10. El informe no pretende responder de manera exhaustiva a cada uno de los aspectos incluidos en la Lista de Cuestiones elaborada por el Comité ni reproducir la información presentada por el Estado. Su propósito es aportar un análisis independiente sobre aquellos ámbitos en que la Defensoría de la Niñez dispone de evidencia suficiente para identificar desafíos persistentes en la implementación de la Convención y formular recomendaciones orientadas al fortalecimiento de las políticas públicas.

11. En atención al mandato legal de la Defensoría de la Niñez, el informe otorga especial énfasis al artículo 7 de la Convención, relativo a los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, por constituir el eje transversal desde el cual deben interpretarse las restantes obligaciones convencionales respecto de este grupo. Asimismo, desarrolla con especial profundidad las materias relativas a violencia, protección especial, cuidado alternativo y acceso a la justicia, por tratarse de ámbitos en los que la institución ha desarrollado un seguimiento permanente y cuenta con evidencia propia.

12. La Defensoría de la Niñez identifica que las principales limitaciones para el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad derivan de barreras presentes en el entorno físico, social, institucional y cultural, más que de las condiciones individuales de las personas. Desde esta perspectiva, el análisis se orienta a identificar brechas de implementación que obstaculizan el goce efectivo de los derechos reconocidos por la Convención y las oportunidades existentes para avanzar hacia una garantía plena de derechos.

13. Cuando la evidencia disponible lo permite, el informe incorpora un enfoque interseccional, considerando la interacción entre discapacidad y otros factores de desigualdad que pueden profundizar las barreras para el ejercicio de derechos. Asimismo, releva la importancia de fortalecer la producción de información desagregada como condición necesaria para el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas basadas en evidencia.

II. Igualdad sustantiva y no discriminación (artículo 5)
14. La igualdad y la no discriminación constituyen un principio transversal de la CDPD y una condición indispensable para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Desde el modelo de derechos humanos de la discapacidad, la igualdad exige no sólo prohibir actos discriminatorios, sino también adoptar medidas positivas orientadas a eliminar las barreras que restringen la participación, asegurar la disponibilidad de apoyos y ajustes razonables, y promover condiciones que permitan el ejercicio de derechos en igualdad de condiciones con los demás niños, niñas y adolescentes.

15. La evidencia recopilada por la Defensoría de la Niñez muestra que, pese al fortalecimiento progresivo del marco normativo de protección de derechos durante el período examinado, los niños, niñas y adolescentes con discapacidad continúan enfrentando prácticas de discriminación y exclusión que limitan su desarrollo, participación y acceso efectivo a derechos en distintos ámbitos de su vida cotidiana. Estas situaciones no responden únicamente a acciones discriminatorias individuales, sino que reflejan la persistencia de barreras estructurales presentes en los entornos educativos, comunitarios, institucionales y sociales.
A. Barreras estructurales y prácticas discriminatorias
16. La Defensoría de la Niñez observa que las barreras actitudinales continúan siendo uno de los principales obstáculos para la inclusión de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. La persistencia de estereotipos, prejuicios y expectativas reducidas respecto de sus capacidades, autonomía y potencial de desarrollo influye en la forma en que acceden a la educación, participan en actividades comunitarias, ejercen su autonomía y son considerados en los procesos de toma de decisiones que les afectan.

17. La evidencia estadística disponible confirma esta constatación. La Encuesta Nacional sobre Discapacidad y Dependencia (ENDIDE) muestra que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad reportan experiencias de discriminación significativamente superiores a las observadas entre quienes no presentan discapacidad. Entre ellas destaca la discriminación asociada a la apariencia física, reportada por un 19,2%, frente a un 5,7% entre quienes no presentan discapacidad. Asimismo, presentan mayores niveles de falta de respeto por parte de otros niños, niñas y adolescentes, mayores dificultades para participar en actividades recreativas y comunitarias y barreras más frecuentes para desenvolverse en el entorno escolar, evidenciando que la exclusión continúa estrechamente vinculada a entornos que no garantizan condiciones suficientes de inclusión.

18. La persistencia de barreras para la inclusión también se observa en el ámbito educativo. La información de la Superintendencia de Educación evidencia un incremento sostenido de las denuncias por discriminación asociadas a necesidades educativas especiales permanentes y transitorias, que aumentaron desde 399 casos en 2022 a 556 en 2023; 864 en 2024; y 1.289 en 2025. Esta tendencia sugiere que, pese a los avances normativos orientados a fortalecer la educación inclusiva, persisten prácticas institucionales y barreras que continúan afectando el ejercicio efectivo del derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
19. Los antecedentes recopilados por la Defensoría de la Niñez muestran que estas situaciones tienen efectos que trascienden los episodios individuales de discriminación. La exclusión reiterada de espacios educativos, recreativos, deportivos, culturales o comunitarios limita las oportunidades de participación, afecta el bienestar emocional y dificulta el desarrollo progresivo de la autonomía de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. En consecuencia, la igualdad sustantiva exige intervenir no sólo frente a actos discriminatorios específicos, sino también respecto de las condiciones estructurales que los hacen posibles.
B. Discriminación interseccional
20. Conforme a la información disponible, los niños, niñas y adolescentes con discapacidad presentan una mayor exposición a condiciones de pobreza multidimensional y a privaciones que afectan simultáneamente distintas dimensiones de su bienestar, generando formas de discriminación interseccional que incrementan los riesgos de exclusión y limitan el acceso a mecanismos de protección.

21. En particular, la Defensoría de la Niñez ha identificado mayores dificultades para aquellos niños, niñas y adolescentes con discapacidad que viven en situación de pobreza, que pertenecen a pueblos indígenas, residen en zonas rurales o aisladas, son migrantes o permanecen bajo modalidades de cuidado alternativo. En estos contextos, la interacción de múltiples factores de desigualdad incrementa las barreras para acceder a educación inclusiva, servicios de salud, apoyos especializados, mecanismos de participación y recursos efectivos de protección de derechos.

22. La información disponible da cuenta de que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad presentan una mayor exposición a condiciones de pobreza multidimensional y a privaciones que afectan simultáneamente distintas dimensiones de su bienestar. Estas condiciones repercuten en el acceso oportuno a prestaciones de salud, educación, rehabilitación, apoyos para la autonomía y participación comunitaria, incrementando las barreras para el ejercicio efectivo de sus derechos. La interacción entre discapacidad y pobreza evidencia que las desigualdades no responden a un único factor de exclusión, sino a la acumulación de desventajas estructurales que requieren respuestas integrales y coordinadas por parte del Estado.

23. La Defensoría de la Niñez estima que la incorporación de un enfoque interseccional constituye un requisito indispensable para el diseño e implementación de políticas públicas dirigidas a la niñez, permitiendo identificar grupos particularmente expuestos a situaciones de exclusión y orientar respuestas diferenciadas conforme al principio de igualdad sustantiva.
C. Desafíos para la implementación del principio de igualdad
24. Si bien Chile cuenta actualmente con un marco normativo que reconoce ampliamente el derecho a la igualdad y la no discriminación, la evidencia disponible muestra que persisten desafíos relevantes para traducir dichos avances en mejoras verificables en el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

25. Entre los principales desafíos identificados  destacan la incorporación aún desigual del enfoque de discapacidad en las políticas públicas dirigidas a la niñez; la insuficiente disponibilidad de ajustes razonables y apoyos en los servicios públicos; la persistencia de barreras físicas, comunicacionales, tecnológicas y actitudinales; las dificultades de coordinación entre organismos con competencias concurrentes; y las limitaciones existentes en la producción de información desagregada que permita monitorear el impacto de las medidas adoptadas.

26. En este contexto, la implementación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez representa una oportunidad particularmente relevante para avanzar hacia una igualdad sustantiva, incorporando de manera transversal el enfoque de discapacidad en los instrumentos de planificación, coordinación, seguimiento y evaluación previstos por la Ley N°21.430. Ello requiere asegurar que las acciones desarrolladas por los distintos órganos del Estado incorporen de manera sistemática los derechos, necesidades y apoyos específicos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad y contemplen mecanismos eficaces para remover las barreras que aún limitan el ejercicio de sus derechos. 

27. La evidencia presentada en este capítulo muestra que la igualdad de niños, niñas y adolescentes con discapacidad no depende exclusivamente de la existencia de normas que prohíban la discriminación. Su realización efectiva exige que el Estado avance hacia políticas públicas capaces de remover las barreras estructurales que limitan su participación, garantizar apoyos adecuados y generar condiciones que permitan el ejercicio pleno de sus derechos en igualdad de condiciones con los demás niños, niñas y adolescentes.

28. La Defensoría de la Niñez considera que el éxito del proceso de implementación de la Ley N°21.430 dependerá, en buena medida, de la capacidad del Estado para incorporar de manera transversal el enfoque de discapacidad en el diseño, coordinación, financiamiento, monitoreo y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Sólo de esa forma las reformas institucionales actualmente en curso podrán traducirse en mejoras concretas, medibles y sostenibles para la vida de niños, niñas y adolescentes con discapacidad y contribuir a la plena implementación de las obligaciones asumidas por el Estado en virtud de la Convención.
D. Oportunidades de fortalecimiento
29. Con base en las consideraciones precedentes, la Defensoría de la Niñez recomienda al Comité instar al Estado de Chile:

· Fortalecer la implementación de políticas integrales de prevención de la discriminación hacia niños, niñas y adolescentes con discapacidad, especialmente en los ámbitos educativo, comunitario, deportivo, cultural y digital.
· Incorporar de manera transversal el enfoque de discapacidad e interseccionalidad en la implementación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez, asegurando que los instrumentos de planificación y evaluación contemplen indicadores específicos sobre igualdad sustantiva.
· Garantizar la disponibilidad de ajustes razonables, apoyos y medidas de accesibilidad en los servicios dirigidos a niños, niñas y adolescentes, promoviendo su participación efectiva en igualdad de condiciones.
· Superar la fragmentación de la información estadística y administrativa mediante la consolidación de un sistema integral de datos desagregados, que incorpore de forma periódica la propia percepción de niños, niñas y adolescentes con discapacidad para monitorear situaciones de discriminación, complementando y fortaleciendo el actuar de los servicios públicos hacia una inclusión e igualdad sustantiva. 
· Desarrollar programas permanentes de formación dirigidos a funcionarios públicos y actores del Sistema de Garantías sobre derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, igualdad sustantiva, accesibilidad e interseccionalidad.
· Establecer mecanismos periódicos de seguimiento y evaluación de las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la discriminación contra niños, niñas y adolescentes con discapacidad, incorporando indicadores específicos de resultado y la participación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad y de las organizaciones que los representan.

III. Niños, niñas y adolescentes con discapacidad (artículo 7)
30. El artículo 7 de la Convención constituye el eje interpretativo del presente informe, en tanto reconoce la obligación de los Estados de garantizar el goce pleno de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas. Ello exige adoptar medidas específicas que permitan remover las barreras que limitan su participación, asegurar la provisión de apoyos adecuados y considerar de manera prioritaria su interés superior en todas las decisiones que les afecten.

31. Durante el período examinado, Chile ha registrado avances relevantes en el fortalecimiento del marco jurídico e institucional aplicable a los derechos de la niñez, particularmente mediante la implementación de la Ley N°21.430 sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia y el desarrollo progresivo del Sistema de Garantías. 

32. Cabe señalar que la citada Ley N°21.430 no solo consagra diversas obligaciones que el Estado debe cumplir a efectos de garantizar pleno ejercicio de los derechos de niñas y adolescentes con discapacidad. Entre ellas, destacan aquellas relacionadas con el derecho a la igualdad (artículo 8), el derecho a un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado (artículo 25), el derecho a vivir en familia (artículo 27), el derecho a la libertad de expresión (artículo 29), el derecho de acceso a la información (artículo 35), el derecho a la salud (artículo 38), el derecho a la atención a la diversidad educativa (artículo 42) y el derecho al esparcimiento y la recreación (artículo 46), entre otros. 

33. Sin embargo, el estándar de mayor relevancia que consagra esta norma es la “protección reforzada” de aquellos grupos de niños, niñas y adolescentes que, por motivos estructurales, socioeconómicos, o históricos se encuentran en una situación de desventaja. Dentro de estos grupos se encuentra, precisamente, la niñez con discapacidad, respecto de los cuales el Estado debe emprender políticas públicas adicionales y más intensas para reconocer y garantizar el ejercicio de los derechos de que son titulares. Estas reformas representan una oportunidad significativa para consolidar un enfoque de derechos humanos en las políticas dirigidas a niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

34. Sin perjuicio de estos avances, la evidencia producida por la Defensoría de la Niñez muestra que persisten importantes brechas entre el reconocimiento normativo de los derechos y su ejercicio efectivo. Dichas brechas se manifiestan en la persistencia de barreras para la participación, dificultades de acceso a apoyos y servicios, desigualdades territoriales, insuficiente producción de información desagregada y limitaciones para incorporar de manera transversal el enfoque de discapacidad en la implementación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

35. En consecuencia, la principal preocupación de la Defensoría de la Niñez no se refiere a la ausencia de reconocimiento jurídico de derechos, sino a la necesidad de fortalecer la implementación efectiva de las reformas emprendidas, de modo que ellas produzcan cambios concretos en las condiciones de vida de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

A. Brechas persistentes para el ejercicio efectivo de derechos
36. La Defensoría de la Niñez observa que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad continúan enfrentando obstáculos significativos para ejercer sus derechos en igualdad de condiciones con los demás. Estas barreras no derivan exclusivamente de su condición de discapacidad, sino de limitaciones presentes en el entorno físico, social e institucional, así como de la insuficiente disponibilidad de apoyos que permitan una participación plena en la vida familiar, educativa, comunitaria y social.

37. La información oficial disponible confirma esta realidad. La Encuesta Nacional sobre Discapacidad y Dependencia (ENDIDE) muestra que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad reportan dificultades significativamente mayores para participar en actividades recreativas y comunitarias (20,3% frente a 4,3%), utilizar el transporte público (23,4% frente a 10%) y desenvolverse en el entorno escolar (13% frente a 2,8%). Asimismo, un 17,2% señala experimentar falta de respeto por parte de otros niños, niñas y adolescentes, en comparación con un 2,3% entre quienes no presentan discapacidad. Estos antecedentes evidencian que las principales limitaciones continúan estando asociadas a barreras presentes en los distintos entornos y no exclusivamente a la condición de discapacidad.

38. Estos antecedentes evidencian que las principales limitaciones continúan estando asociadas a barreras presentes en los distintos entornos y no exclusivamente a la condición de discapacidad, reforzando la necesidad de consolidar políticas públicas orientadas a la accesibilidad universal, la provisión de apoyos y la eliminación de obstáculos para la participación.

39. La Defensoría de la Niñez estima que la implementación de la Ley N°21.430 ofrece una oportunidad relevante para avanzar en esta materia, siendo imprescindible la articulación y coordinación institucional con la Ley 21.805 en la implementación del Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, siempre que la incorporación del enfoque de discapacidad sea considerada de manera transversal en los instrumentos de planificación, coordinación y evaluación del Sistema de Garantías.

B. Desigualdad estructural e interseccionalidad
40. La evidencia disponible muestra que las desigualdades que enfrentan niños, niñas y adolescentes con discapacidad se intensifican cuando concurren otros factores de exclusión, como la pobreza, el género, la pertenencia a pueblos indígenas, la residencia en zonas rurales o la permanencia bajo medidas de protección del Estado. En este contexto, la discapacidad no constituye un factor aislado de vulnerabilidad, sino una condición que interactúa con otras desigualdades estructurales, generando obstáculos adicionales para acceder a servicios, apoyos y mecanismos de protección.

41. La información proveniente de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) del año 2024 muestra que los hogares en los que viven niños, niñas y adolescentes con discapacidad enfrentan mayores niveles de pobreza multidimensional y una acumulación de privaciones que afectan simultáneamente el acceso a educación, salud, condiciones de la vivienda y redes de apoyo. Estas condiciones incrementan la necesidad de prestaciones y apoyos especializados y profundizan las dificultades para el ejercicio efectivo de sus derechos, especialmente cuando concurren otros factores de desigualdad, como la ruralidad o la pertenencia a pueblos indígenas.

42. Esta realidad se refleja también en las experiencias cotidianas de discriminación. La Encuesta Nacional sobre Discapacidad y Dependencia (ENDIDE) del año 2022 evidencia que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad experimentan situaciones de discriminación con una frecuencia significativamente superior a la de quienes no presentan discapacidad. Entre ellas destaca la discriminación asociada a la apariencia física, reportada por un 19,2% de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, frente a un 5,7% entre quienes no presentan discapacidad. Asimismo, un 17,2% manifiesta haber experimentado falta de respeto por parte de otros niños, niñas y adolescentes, en comparación con un 2,3% de sus pares sin discapacidad, además de reportar mayores dificultades para participar en actividades recreativas, comunitarias y educativas.

43. La Defensoría de la Niñez considera que estas situaciones ponen de manifiesto la necesidad de incorporar un enfoque interseccional en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez, permitiendo identificar tempranamente las distintas formas de exclusión que afectan a niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

C. Producción de información y monitoreo
44. Uno de los principales desafíos identificados por la Defensoría de la Niñez durante el período examinado corresponde a la persistencia de brechas en la disponibilidad integrada de información desagregada sobre niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

45. Si bien durante los últimos años el Estado ha fortalecido algunos instrumentos estadísticos, aún persisten limitaciones para contar con información periódica, interoperable y suficientemente desagregada e integrada que permita monitorear el ejercicio efectivo de los derechos reconocidos por la Convención y evaluar el impacto de las políticas públicas implementadas. Estas limitaciones dificultan no sólo el monitoreo del cumplimiento de la Convención, sino también la identificación temprana de desigualdades, la identificación de brechas territoriales, el seguimiento de grupos de especial protección y la evaluación de resultados de las distintas políticas públicas dirigidas a la niñez con discapacidad.

46. La Defensoría de la Niñez estima que el fortalecimiento de los sistemas de información constituye una condición indispensable para la implementación efectiva de la Convención. Ello requiere avanzar hacia mecanismos permanentes de producción y articulación de datos que integren información proveniente de los distintos órganos del Estado y permitan monitorear de manera sistemática el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

47. En este mismo sentido, la Defensoría de la Niñez considera prioritario asegurar la aplicación periódica de la Encuesta Nacional sobre Discapacidad y Dependencia (ENDIDE), de modo de contar con series comparables que permitan monitorear la evolución de las condiciones de vida y del ejercicio de derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. En ese sentido, programar un periodo de 3 a 5 años de realización, dado que el último periodo fue entre 2015 a 2022, que impida el desfase de datos. Junto con ello, lograr un diseño muestral que permita desagregación regional como mínimo y comunal como deseable. 

48. La evidencia presentada en este capítulo muestra que el desafío principal para la implementación del artículo 7 no radica en la inexistencia de un marco jurídico de protección, sino en asegurar que las reformas institucionales actualmente en desarrollo produzcan mejoras efectivas en la vida de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

D. Oportunidades de fortalecimiento
49. Con base en las consideraciones precedentes, la Defensoría de la Niñez recomienda al Comité instar al Estado de Chile a:
· Fortalecer la implementación de la Ley N°21.430 incorporando de manera transversal el enfoque de discapacidad en los instrumentos de planificación, coordinación, monitoreo y evaluación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez. 
· Promover la articulación y coordinación institucional adecuada para la implementación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez (Ley N°21.430) y el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados (de Ley N°21.805)
· Garantizar que las políticas públicas dirigidas a niños, niñas y adolescentes incorporen oportunamente los apoyos, ajustes razonables y medidas de accesibilidad necesarios para asegurar el ejercicio efectivo de sus derechos en igualdad de condiciones. 
· Desarrollar mecanismos permanentes de coordinación interinstitucional entre los organismos con competencias en niñez, discapacidad, salud, educación, protección especializada y justicia, asegurando respuestas integrales y oportunas para niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 
· Fortalecer la producción, interoperabilidad y disponibilidad de información estadística y administrativa desagregada sobre niños, niñas y adolescentes con discapacidad, incorporando indicadores que permitan monitorear el ejercicio efectivo de sus derechos y evaluar el impacto de las políticas públicas. Estableciendo una institucionalidad encargada de generar un panorama ordenado y de una mirada integrada sobre la situación de discapacidad de la niñez y adolescencia en el país. Tal como ocurre con otra información estadística que se analiza de forma integrada por las diversas instituciones que disponen de la información (Observatorio de Homicidios).
· Incorporar de manera sistemática un enfoque interseccional en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez, prestando especial atención a aquellos niños, niñas y adolescentes con discapacidad que enfrentan múltiples factores de exclusión. 
· Promover mecanismos permanentes de participación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en la elaboración, implementación y evaluación de las políticas públicas que les afectan, asegurando la disponibilidad de apoyos y formatos accesibles que permitan el ejercicio efectivo de su derecho a ser oídos.

IV. Acceso a la justicia (artículo 13)
50. El acceso a la justicia constituye un componente esencial para garantizar la efectividad de todos los derechos reconocidos en la CDPD. Tratándose de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, este derecho exige que el Estado asegure procedimientos accesibles, ajustes de procedimiento y apoyos adecuados que permitan su participación efectiva en todas las actuaciones administrativas y judiciales que les afecten, en condiciones de igualdad con los demás.

51. Durante el período examinado, Chile ha impulsado avances normativos relevantes para fortalecer un enfoque de derechos en las actuaciones dirigidas a niños, niñas y adolescentes. En particular, la Ley N°21.430 reconoce expresamente su derecho a ser oídos, participar en los procedimientos que les conciernen y acceder a mecanismos efectivos de protección de derechos. Asimismo, la norma el “debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización” (artículo 50), conforme al cual todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que se “respeten las garantías de un proceso racional y justo, y se le aseguren, entre otros, el derecho de tutela judicial; el derecho a ser oído; el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y de los derechos que le corresponden en el proceso; el derecho a una representación jurídica y/o judicial distinta de la de sus padres y/o madres, representantes legales, o de quienes los tengan legalmente bajo se cuidado, en caso de intereses incompatibles; el derecho a una representación judicial especializada (…)”. Esto, sin duda, genera un marco protector consistente tanto con la normativa nacional, como por los instrumentos internacionales de que el Estado es parte. 

52. Sin perjuicio de estos avances, la evidencia recopilada por la Defensoría de la Niñez muestra que persisten importantes desafíos para garantizar el acceso efectivo a la justicia de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
A. Barreras para el acceso efectivo a la justicia
53. Los antecedentes recopilados por la Defensoría de la Niñez muestran que las principales barreras para el acceso a la justicia no derivan únicamente de la existencia de obstáculos físicos o comunicacionales, sino también de la insuficiente incorporación del enfoque de discapacidad en las actuaciones desarrolladas por las distintas instituciones que integran el sistema de protección y justicia.

54. Persisten dificultades para asegurar la disponibilidad de apoyos adecuados durante los procedimientos administrativos y judiciales; para garantizar ajustes de procedimiento acordes con las distintas formas de discapacidad; y para facilitar que niños, niñas y adolescentes comprendan la información que reciben y puedan expresar libremente su opinión en condiciones de igualdad.

55. La Defensoría de la Niñez ha observado que estas dificultades se presentan tanto en procedimientos de protección como en actuaciones desarrolladas por organismos administrativos, establecimientos educacionales, servicios de salud y otros dispositivos públicos que adoptan decisiones relevantes para la vida de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. En consecuencia, el acceso a la justicia debe entenderse como una garantía transversal que comprende no sólo la actuación de los tribunales, sino también la disponibilidad de mecanismos administrativos eficaces para prevenir vulneraciones de derechos y asegurar su restitución oportuna.

B. Participación y derecho a ser oído
56. La participación efectiva constituye uno de los principales desafíos para la implementación del artículo 13 respecto de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Los antecedentes analizados por la Defensoría de la Niñez muestran que, con frecuencia, las decisiones que les afectan continúan adoptándose sin asegurar plenamente las condiciones necesarias para que puedan expresar su opinión conforme a su edad, grado de desarrollo y necesidades específicas de apoyo. En particular, persisten barreras de comunicación, escasa disponibilidad de formatos accesibles, insuficiente utilización de sistemas aumentativos y alternativos de comunicación y limitaciones en la capacitación de los equipos encargados de conducir entrevistas y procesos de participación.

57. Estas dificultades adquieren especial relevancia tratándose de niños, niñas y adolescentes con discapacidad intelectual, discapacidad psicosocial o discapacidad múltiple, respecto de quienes aún persisten prácticas que tienden a sustituir su voluntad por la de personas adultas responsables, limitando el ejercicio efectivo de su derecho a ser escuchados.

58. La Defensoría de la Niñez estima que la implementación progresiva del Sistema de Garantías representa una oportunidad para fortalecer mecanismos de participación accesibles y desarrollar metodologías que permitan asegurar el ejercicio efectivo del derecho a ser oído por parte de todos los niños, niñas y adolescentes, cualquiera sea su discapacidad.

C. Implementación institucional y desafíos pendientes
59. La evidencia recopilada por la Defensoría de la Niñez muestra que el principal desafío para garantizar el acceso efectivo a la justicia radica en la implementación práctica de los estándares ya reconocidos por el ordenamiento jurídico.

60. En este sentido, resulta prioritario fortalecer la formación especializada de jueces, fiscales, defensores, funcionarios administrativos y profesionales de los distintos servicios públicos que intervienen en procedimientos relacionados con niños, niñas y adolescentes. Asimismo, resulta necesario consolidar protocolos comunes que aseguren la provisión oportuna de ajustes de procedimiento, apoyos para la comunicación y medidas de accesibilidad durante todas las etapas de las actuaciones administrativas y judiciales.

61. La Defensoría de la Niñez considera igualmente necesario fortalecer los mecanismos de producción de información que permitan identificar cuántos niños, niñas y adolescentes con discapacidad participan en procedimientos administrativos y judiciales, qué tipos de apoyos reciben, y cuáles son los principales obstáculos que enfrentan para ejercer sus derechos. La ausencia de esta información limita la posibilidad de evaluar el impacto de las políticas implementadas y dificulta la adopción de medidas basadas en evidencia.

62. La plena implementación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez constituye una oportunidad para consolidar una respuesta institucional articulada, que incorpore de manera transversal el enfoque de discapacidad y asegure que todos los mecanismos de protección de derechos sean efectivamente accesibles para niños, niñas y adolescentes.

D. Oportunidades de fortalecimiento
63. Con base en las consideraciones precedentes, la Defensoría de la Niñez recomienda al Comité instar al Estado de Chile a:
· Garantizar la disponibilidad de ajustes de procedimiento, apoyos y medidas de accesibilidad para niños, niñas y adolescentes con discapacidad en todas las actuaciones administrativas y judiciales que les afecten, de modo de garantizar un sistema de justicia adaptado y amigable
· Fortalecer la formación especializada de jueces, fiscales, defensores, funcionarios públicos y demás actores del sistema de justicia sobre derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, comunicación accesible y participación efectiva. 
· Desarrollar protocolos interinstitucionales que aseguren la participación efectiva de niños, niñas y adolescentes con discapacidad durante todas las etapas de los procedimientos administrativos y judiciales. 
· Fortalecer los sistemas de información para monitorear el acceso a la justicia de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, incorporando datos desagregados sobre participación, ajustes de procedimiento y resultados de las actuaciones. 
· Impulsar mecanismos permanentes de coordinación entre el sistema de justicia y las instituciones que integran el Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez, asegurando respuestas oportunas, accesibles y centradas en el interés superior del niño. 

V. Protección contra la violencia, integridad personal y derecho a vivir libres de explotación, violencia y abuso (artículos 15, 16 y 17)
64. La protección contra toda forma de violencia constituye una condición indispensable para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos reconocidos en la Convención. Para niños, niñas y adolescentes con discapacidad, esta obligación adquiere una especial intensidad debido a la mayor exposición a situaciones de violencia, negligencia, abuso y vulneraciones de derechos documentada tanto por organismos internacionales como por la evidencia disponible a nivel nacional.

65. A nivel de protección especializada, considerando las visitas realizadas por la institución a residencias de protección evidencian la existencia de problemáticas persistentes y estructurales, particularmente asociadas a insuficiencia de recursos, deterioro de infraestructura, precariedad en las condiciones de cuidado, alta rotación de personal, ausencia de formación especializada, dificultades en el acceso oportuno a prestaciones de salud y episodios graves de vulneración de derechos, incluyendo negligencias, malos tratos y prácticas incompatibles con estándares de derechos humanos. Lo anterior plantea importantes desafíos para el sistema de protección especializado, especialmente en relación con la necesidad de avanzar hacia modelos de cuidado centrados en derechos, inclusión y calidad de vida, superando enfoques exclusivamente asistenciales o biomédicos.

66. Durante el período examinado, Chile ha impulsado importantes reformas al sistema de protección especializada de la niñez y ha fortalecido progresivamente el marco institucional destinado a prevenir vulneraciones de derechos. No obstante, la evidencia recopilada por la Defensoría de la Niñez muestra que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad continúan enfrentando mayores riesgos de violencia y que las respuestas institucionales siguen presentando importantes desafíos para garantizar una protección efectiva, especialmente cuando se encuentran bajo el cuidado del Estado.

A. Mayor exposición a situaciones de violencia
67. La información disponible muestra de manera consistente que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad presentan una mayor exposición a distintas formas de violencia que aquellos sin discapacidad. Esta mayor exposición no responde a su condición individual, sino a la interacción entre factores estructurales como la dependencia de terceros para determinadas actividades, la persistencia de barreras para comunicar situaciones de violencia, la insuficiente disponibilidad de apoyos adecuados y la existencia de entornos institucionales que no siempre cuentan con herramientas suficientes para identificar y prevenir riesgos.

68. La Segunda Encuesta Nacional de Polivictimización de Niños, Niñas y Adolescentes, publicada el año 2023, evidencia que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad reportan mayores niveles de victimización en diversas formas de violencia en comparación con sus pares sin discapacidad.

69. En materia de violencia física, un 17,1% declara haber sido atacado con objetos, casi el doble que entre quienes no presentan discapacidad (9,2%), mientras que un 62% reporta haber sufrido agresiones físicas sin uso de armas u objetos, frente a un 53,9% de sus pares sin discapacidad. Asimismo, un 30,5% señala haber sido golpeado, atacado o amenazado por alguna característica personal, en comparación con un 19,6% de los niños, niñas y adolescentes sin discapacidad. 

70. Las brechas también son significativas en el ámbito de la violencia ejercida por personas cercanas. Un 35,4% de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad manifiesta haber sido golpeado por un adulto cercano, frente a un 26,3% entre quienes no presentan discapacidad. 

71. Asimismo, se registra una mayor violencia por descuido, mientras que un 17,8% señala haber sentido que los adultos responsables de su cuidado no les brindaban la atención que necesitaban, cifra que más que duplica la registrada entre sus pares sin discapacidad (8,4%). 

72. La encuesta también evidencia una mayor exposición a violencia entre pares, violencia sexual y violencia en entornos digitales. Los niños, niñas y adolescentes con discapacidad reportan con mayor frecuencia haber sido agredidos físicamente por otros niños, niñas y adolescentes (54,3% frente a 43,3%), haber sido obligados o forzados a realizar conductas de carácter sexual (9,9% frente a 5%) y haber sufrido situaciones de acoso u hostigamiento a través de internet (38,1% frente a 26,7%). 

73. Para la Defensoría de la Niñez, estos antecedentes muestran que la discapacidad constituye un factor que incrementa de manera sistemática la exposición a múltiples formas de violencia y victimización. Más que episodios aislados, la evidencia da cuenta de un patrón persistente de desigualdad que exige incorporar un enfoque preventivo y especializado en todas las políticas destinadas a proteger a niños, niñas y adolescentes frente a la violencia.

74. Estos antecedentes confirman que la discapacidad constituye un factor que incrementa la exposición a múltiples formas de violencia y refuerzan la necesidad de que las políticas públicas de prevención incorporen medidas específicas dirigidas a este grupo.

75. En materia de salud, preocupa a la Defensoría de la Niñez la persistencia de egresos hospitalarios por concepto de esterilización en niñas y niños. Cabe destacar que el Ministerio de Salud ha desplegado acciones para evitar la ocurrencia de prácticas de esterilización forzada y no consentida, señalando explícitamente en la Circular N°9 de la Subsecretaría de Salud Pública que Reitera directrices para anticoncepción quirúrgica y consentimiento informado en regulación de fertilidad, que implica inherentemente un trato vejatorio y degradante. Aun así, y si bien no existe certeza de que se trate de niños y niñas con discapacidad, cabe destacar que información obtenida de los egresos hospitalarios del Ministerio, a partir de los datos abiertos del Departamento de Estadística e Información en Salud (Deis) se identifican seis casos por esterilización quirúrgica en casos de menores de cuatro años. 

Cantidad de egresos hospitalarios por esterilización quirúrgica
	
	2023
	2024
	2025

	Menor de 1 año
	1
	2
	1

	0 a 4 años
	1
	1
	 

	Total
	2
	3
	1


Fuente: Departamento de Estadísticas e Información de Salud

B. Niños, niñas y adolescentes con discapacidad bajo cuidado del Estado
76. La situación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad que permanecen bajo modalidades de cuidado alternativo constituye una de las principales preocupaciones de la Defensoría de la Niñez.
77. A partir de los hallazgos levantados por el Mecanismo de Monitoreo de Derechos de la Defensoría de la Niñez, el cual ha efectuado un total de 11 visitas a Residencias de Protección Especializada para niños, niñas y adolescentes con discapacidad severa o profunda y alta dependencia de terceros (RDS), se evidencia una asincronía crítica en las modalidades de atención. Específicamente, se observa una falta de correspondencia entre las decisiones de continuidad institucional y la implementación práctica de estos programas, lo que ha derivado en el cierre intempestivo de diversos centros.
78. A continuación, se detallan las principales brechas estructurales e institucionales identificadas:
· Déficit de cobertura y oferta insuficiente: A pesar del incremento sostenido en la demanda de plazas especializadas, la capacidad instalada del sistema sigue siendo severamente deficitaria. Esta insuficiencia impide que la totalidad de los niños, niñas y adolescentes (NNA) con discapacidad severa acceda a los programas idóneos para sus necesidades. A nivel de centros de protección, carecen de la infraestructura, insumos y preparación técnica necesaria para brindarles una atención adecuada.
· Centralización y concentración geográfica: La oferta residencial especializada adolece de una marcada disparidad territorial, concentrándose mayoritariamente en la Región Metropolitana y en un número reducido de capitales regionales. Esta distribución deja a vastas zonas del país en una situación de vulnerabilidad extrema, caracterizada por una cobertura mínima o por la total inexistencia de programas especializados disponibles en la localidad de origen del niño, niña y adolescente.
· Inestabilidad programática y falta de continuidad: El sistema muestra una preocupante falta de sostenibilidad en el tiempo, caracterizada por cierres imprevistos, procesos de reconversión institucional difusos y persistentes dificultades operativas para mantener los programas activos. Esta inestabilidad interrumpe los procesos terapéuticos y afecta directamente la permanencia y calidad de la atención residencial.
· Especialización incipiente y carencia de equipos técnicos: Si bien el Servicio Nacional de Protección Especializada ha promovido la creación de Residencias para Discapacidad Severa (RDS) y programas para necesidades múltiples, este avance normativo resulta insuficiente en la práctica. La mayoría de los centros residenciales aún no dispone de equipos multidisciplinarios completos (terapeutas, kinesiólogos, etc.), lo que limita la capacidad del Estado para garantizar un estándar de atención integral y especializado.
79. Los monitoreos desarrollados por la institución durante el período examinado evidencian que la discapacidad continúa siendo un factor que incrementa la complejidad de las trayectorias de protección y profundiza las barreras para el ejercicio efectivo de derechos dentro del sistema de cuidado alternativo.

80. Por otro lado, de los antecedentes recopilados muestran desafíos persistentes relacionados con la disponibilidad de apoyos especializados, la continuidad de los procesos de rehabilitación, el acceso oportuno a prestaciones de salud física y mental, la inclusión educativa, la participación efectiva en las decisiones que les afectan y la preparación para la vida independiente cuando corresponde. La evidencia recopilada también muestra que las respuestas institucionales continúan privilegiando, en numerosos casos, un modelo centrado en el cuidado permanente por sobre estrategias orientadas al fortalecimiento de la autonomía progresiva, la inclusión comunitaria y la preparación para la vida independiente.

81. Asimismo, la Defensoría de la Niñez ha observado que las respuestas institucionales continúan presentando importantes diferencias territoriales y dificultades de coordinación entre los organismos responsables de la protección especializada, salud, educación y desarrollo social, situación que afecta particularmente a niños, niñas y adolescentes con discapacidad que requieren intervenciones intersectoriales permanentes.

82. Los monitoreos desarrollados por la Defensoría de la Niñez durante el período examinado muestran que estas brechas no corresponden a situaciones aisladas, sino a dificultades que se reiteran en distintos dispositivos de cuidado alternativo. Entre los hallazgos más frecuentes se identifican demoras en el acceso a prestaciones de salud física, salud mental y rehabilitación; dificultades para asegurar la continuidad de tratamientos y apoyos especializados; barreras para acceder a una educación inclusiva acorde con las necesidades de cada niño, niña o adolescente; y limitaciones en la disponibilidad de apoyos técnicos y humanos que permitan favorecer su autonomía, participación y desarrollo integral.

83. Asimismo, la Defensoría de la Niñez ha constatado que la coordinación entre los organismos responsables de la protección especializada, salud, educación y desarrollo social continúa presentando importantes desafíos, lo que repercute en la continuidad de las intervenciones y en la implementación oportuna de medidas destinadas a restituir derechos. Estas dificultades adquieren especial relevancia tratándose de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, quienes requieren respuestas intersectoriales permanentes y planes de intervención que integren adecuadamente sus necesidades y apoyos específicos.

84. Los monitoreos también han permitido identificar desafíos relacionados con la participación efectiva de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en las decisiones que les afectan, particularmente cuando existen barreras de comunicación o ausencia de apoyos adecuados para facilitar la expresión de su opinión. Del mismo modo, la preparación para la vida independiente y los procesos de egreso desde el sistema de cuidado alternativo continúan presentando brechas importantes para adolescentes con discapacidad, especialmente cuando no existen redes familiares o comunitarias suficientes para sostener una transición adecuada hacia la vida adulta.

85. La evidencia recopilada muestra que la permanencia prolongada en modalidades de cuidado alternativo, cuando no va acompañada de apoyos adecuados y estrategias efectivas de restitución familiar o comunitaria, puede profundizar situaciones de exclusión y limitar el ejercicio de diversos derechos reconocidos por la Convención.

86. La Defensoría de la Niñez estima que el fortalecimiento del nuevo sistema de protección especializada constituye una oportunidad para desarrollar respuestas más individualizadas, centradas en derechos, que incorporen de manera transversal el enfoque de discapacidad y promuevan alternativas familiares y comunitarias siempre que ello responda al interés superior del niño o niña.

87. En conjunto, la evidencia recopilada por la Defensoría de la Niñez muestra que las principales brechas observadas no responden únicamente a la calidad de las intervenciones desarrolladas por cada institución de manera individual, sino también a la persistencia de respuestas fragmentadas entre los distintos organismos con competencias en materia de niñez y discapacidad. Esta situación dificulta la continuidad de los apoyos, retrasa la restitución efectiva de derechos y aumenta el riesgo de que niños, niñas y adolescentes con discapacidad permanezcan por períodos prolongados en modalidades de cuidado alternativo sin contar con estrategias integrales orientadas a su inclusión familiar y comunitaria.

C. Integridad personal y respuestas institucionales
88. La protección de la integridad personal exige que todos los servicios dirigidos a niños, niñas y adolescentes con discapacidad cuenten con mecanismos eficaces para prevenir, detectar y responder oportunamente frente a situaciones de violencia.

89. La evidencia institucional muestra avances en el fortalecimiento de protocolos y mecanismos de supervisión; sin embargo, persisten desafíos asociados a la implementación efectiva de dichos instrumentos, particularmente en materia de accesibilidad, comunicación adecuada, participación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en los procesos de denuncia e investigación y disponibilidad de apoyos especializados durante las intervenciones.

90. La Defensoría de la Niñez considera especialmente relevante fortalecer la capacitación de los equipos que intervienen en la protección especializada, salud, educación y justicia para identificar indicadores de violencia cuando las víctimas presentan distintas formas de discapacidad, evitando respuestas estandarizadas que puedan dificultar la detección temprana o la restitución oportuna de derechos.

91. Asimismo, resulta necesario consolidar sistemas de información interoperables que permitan monitorear de manera permanente las situaciones de violencia que afectan a niños, niñas y adolescentes con discapacidad, facilitando la adopción de medidas preventivas y la evaluación del impacto de las políticas implementadas.

D. Oportunidades de fortalecimiento
92. Con base en las consideraciones precedentes, la Defensoría de la Niñez recomienda al Comité instar al Estado de Chile a:

· Fortalecer las estrategias de prevención de la violencia dirigidas a niños, niñas y adolescentes con discapacidad, incorporando medidas específicas para reducir los factores de riesgo y promover entornos protectores.
· Garantizar que todos los dispositivos de cuidado alternativo cuenten con apoyos especializados, ajustes razonables y condiciones de accesibilidad que permitan el ejercicio efectivo de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
· Fortalecer la coordinación entre los sistemas de protección especializada, salud, educación y justicia para asegurar respuestas integrales frente a situaciones de violencia que afecten a niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
· Fortalecer las directrices sanitarias ya existentes para supervisar la total erradicación de prácticas de esterilización en el sistema sanitario.
· Consolidar sistemas de información desagregada que permitan monitorear la prevalencia, características y respuesta institucional frente a situaciones de violencia que afectan a niños, niñas y adolescentes con discapacidad.
· Desarrollar programas permanentes de formación para los equipos de protección especializada, salud, educación y justicia sobre prevención, detección y abordaje de la violencia desde una perspectiva de discapacidad, derechos humanos e interés superior del niño.
· Diseñar una estrategia de reconversión de plazas rápido para evitar que un niño, niña y adolescente con discapacidad termine sin protección especializada por falta de cupos, asegurando un fondo de contingencia financiero para estos casos.
· Garantizar la oferta programática ambulatoria y residencial, así como los mecanismos de supervisión, acompañamiento y fiscalización del cuidado alternativo destinado a esta población altamente vulnerable. 

VI. Consideraciones finales

93. La evidencia presentada en esta informe muestra que, durante el período examinado, Chile ha impulsado avances relevantes en el fortalecimiento del marco normativo e institucional para la protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, particularmente mediante la creación del Sistema de Garantías y Protección Integral de la Niñez, el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, y el desarrollo de reformas orientadas a consolidar un enfoque basado en derechos humanos. Estos avances constituyen una oportunidad significativa para fortalecer el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el Estado en virtud de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. No obstante, la información recopilada por la Defensoría de la Niñez evidencia que persisten importantes brechas entre el reconocimiento formal de los derechos y su ejercicio efectivo por parte de niños, niñas y adolescentes con discapacidad.

94. Las principales dificultades identificadas en este informe no responden a la ausencia de un marco jurídico de protección, sino a desafíos asociados a su implementación. En particular, la evidencia da cuenta de la persistencia de barreras físicas, comunicacionales y actitudinales; dificultades de coordinación entre organismos con competencias concurrentes; insuficiente disponibilidad de apoyos y ajustes razonables; brechas en la producción de información desagregada; y respuestas institucionales que aún no incorporan de manera transversal el enfoque de discapacidad en las políticas dirigidas a la niñez. Estas brechas adquieren especial intensidad cuando la discapacidad concurre con otros factores de desigualdad, incrementando los riesgos de exclusión y afectando el ejercicio efectivo de derechos.

95. La Defensoría de la Niñez considera que la implementación progresiva de la Ley N°21.430 y de la de Ley N°21.805 ofrece una oportunidad especialmente relevante para avanzar hacia una protección más efectiva de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Para ello, resulta indispensable que el enfoque de discapacidad se incorpore de manera transversal en los instrumentos de planificación, coordinación, financiamiento, seguimiento y evaluación del Sistema de Garantías, promoviendo respuestas articuladas entre los distintos órganos del Estado y asegurando la participación efectiva de niños, niñas y adolescentes en las decisiones que les afectan.

96. La información producida por la Defensoría de la Niñez, así como la evidencia proveniente de fuentes oficiales y de los procesos de monitoreo desarrollados durante el período examinado, muestran la necesidad de fortalecer los mecanismos de prevención de vulneraciones, mejorar la capacidad de respuesta institucional y consolidar sistemas de información que permitan evaluar el impacto de las políticas públicas desde una perspectiva de derechos de la niñez y discapacidad. La disponibilidad de información desagregada, periódica, integrada y el monitoreo permanente constituyen herramientas indispensables para orientar la toma de decisiones, identificar brechas persistentes y evaluar el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado.

97. La Defensoría de la Niñez pone este informe a disposición del Comité con el propósito de contribuir al diálogo constructivo con el Estado de Chile, aportando evidencia independiente sobre la situación de los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidad y formulando propuestas orientadas al fortalecimiento de las políticas públicas. 

98. La Defensoría de la Niñez reitera su disposición para colaborar con los distintos órganos del Estado en la implementación de las recomendaciones que emanen del presente proceso de diálogo constructivo, convencida de que el fortalecimiento de la coordinación institucional y de un enfoque de derechos permitirá avanzar hacia el ejercicio pleno y efectivo de los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes con discapacidad en nuestro país.

